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I. RESUMEN

1. El 24 de septiembre de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Gerardo Páez García (en adelante “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante “el Estado” o “el Estado venezolano”) por la retención ilícita del pago de intereses acumulados sobre prestaciones sociales por parte de la Universidad Pública de Carabobo (en adelante “la universidad”). 
2. El peticionario no identifica los derechos específicos que alega violados; sin embargo, de los hechos narrados, la Comisión entiende que el caso refiere a la eventual violación de los derechos a la protección judicial, la propiedad privada y las garantías judiciales de Gerardo Páez García consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”), así como de la obligación de respetar y garantizar los derechos prevista en su artículo 1(1).  El Estado alega que los reclamos son inadmisibles al haberse incumplido con el requisito de agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención y que no violó el derecho a cobrar prestaciones sociales del peticionario.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió que el reclamo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47(a) de la Convención Americana, en relación al artículo 46(1)(a) por la falta de agotamiento de los recursos internos.  Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. El 24 de septiembre de 2001 la CIDH recibió la petición (que fue registrada bajo el número 670-01) y el 11 de febrero de 2002 trasladó las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El 26 de abril de 2002 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 17 de octubre de 2002 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  
5. El 4 de abril de 2005 y el 16 de julio de 2007 la Comisión reiteró su solicitud de información al peticionario.  El Estado presentó observaciones el 19 de marzo de 2008, las cuales fueron trasladadas al peticionario para sus observaciones.  El peticionario presentó información el 15 de mayo y 27 de octubre de 2008 la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 8 de agosto de 2011 la Comisión transmitió al Estado información adicional presentada por el peticionario y reiteró su solicitud de información.  El 9 de septiembre de 2011 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para su conocimiento.
III. POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario

6. Como antecedente, el peticionario indica que en 1989 inició acciones judiciales ante el Juzgado Laboral del Estado de Carabobo en contra de la Universidad Pública de Carabobo por el pago de prestaciones sociales.  Esta acción habría culminado en un acuerdo judicial celebrado entre la universidad y el peticionario el 29 de octubre de 1990 y homologado el 31 de octubre de 1990 por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado de Carabobo
. 
7. En virtud del acuerdo, la universidad habría pagado al peticionario las prestaciones sociales.  Según el peticionario, la determinación de la obligación de pago en cuanto a los intereses fue encargada a la Vicerrectora de la universidad quien estableció que el monto de los intereses sobre las prestaciones sociales desde 1975 al 31 de mayo de 1991 era de 1’073,333.29 Bolívares.  Sin embargo, a partir del cambio de autoridades universitarias en 1991, el nuevo Rector habría desconocido el acuerdo homologado y anulado la orden de pago de los intereses que resultó del acto de homologación.  
8. El peticionario indica que, ante la falta de pago de los intereses, solicitó judicialmente la ejecución de la transacción y que se le pagara “por concepto de fideicomiso” 1’126,300.50 Bolívares, más la indexación de los montos demandados.  Agrega que el 24 de abril de 1991 el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Estado de Carabobo consideró improcedente su solicitud
 y que, el 22 de marzo de 1993
, el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo ratificó su improcedencia con una aclaratoria de 9 de junio de 1993.  En dichas sentencias se habría concluido que la universidad estaba obligada a pagar sólo la cantidad de 67,383.00 Bolívares solicitada por el demandante “en su escrito libelar y que, dicha cantidad, no estaba sujeta a corrección monetaria mediante una experticia de complementación”.  El peticionario indica que el 16 de junio de 1993 interpuso recurso de casación, el cual fue admitido el 2 de julio del mismo año, pero al no ser formalizado, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia lo declaró perecido el 29 de junio de de 1994.
9. Sostiene que solicitó al Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción de Carabobo (en adelante “Juzgado Segundo”) que ordenara una experticia complementaria del fallo de 22 de marzo de 1993, a fin de realizar la corrección monetaria de la suma adeudada.  Esta experticia habría sido ordenada el 5 de diciembre de 1994 y el 1˚ de febrero de 1995 la universidad habría solicitado la aclaratoria y ampliación de la experticia.  El 1˚ de marzo de 1995 el Juzgado declaró inadmisible la solicitud de la universidad y en firme el fallo de 22 de marzo de 1993 (y la experticia que lo amplió), acogió el dictamen de expertos contables que ajustó el monto de los intereses y ordenó a la universidad el pago de 6’161,184,84 Bolívares.  
10. Alega que el 16 de marzo de 1995 la universidad interpuso una acción de amparo constitucional contra la decisión del Juzgado Segundo.  Ésta habría sido declarada con lugar el 26 de abril de 1995 y, en consecuencia, se declaró la nulidad de la sentencia del Juzgado Segundo (de 1˚ de marzo de 1995) que favorecía al peticionario.  Señala que el 27 de abril de 1995, interpuso un recurso de apelación contra dicha nulidad y éste habría sido rechazado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el 6 de abril de 2001.  

11. Por otra parte, el peticionario sostiene que el Rector de la Universidad reconoció su derecho al pago de los intereses sobre las prestaciones al tramitar dicho pago ante el Ministerio de Educación.  Indica que en 1997 el Vicerrectorado emitió un informe preliminar de los intereses acumulados al 31 de diciembre de 1996.  Asimismo, indica que en el año 2000 recibió de la universidad dos estados de cuenta sobre los intereses de las prestaciones sociales, el primero al 31 de diciembre de 1999
 y el segundo al 30 de septiembre de 2000
.  
12. Sostiene que el Vicerrectorado Administrativo de la universidad tramitó, el 25 de septiembre de 2000, el pago de los intereses de sus prestaciones por la cantidad de 19’934,826.00 Bolívares y que el 26 de septiembre de 2000 se circuló un listado preliminar del pasivo laboral de las universidades nacionales desde 1975 hasta 1999 en el que aparecía su nombre.  Alega que fue “ingratamente sorprendido cuando se [l]e informó que [su] cheque no fue elaborado, porque sencillamente no se [l]e iba a pagar”.  Por lo tanto, considera que desde noviembre de 2000 se le ha retenido ilícitamente el pago de intereses.

13. El peticionario considera que “la Universidad de Carabobo dictó actos administrativos creadores de derechos subjetivos, los cuales son de obligatorio cumplimiento por la institución, y está forzada a hacerlos cumplir”.

14. De información aportada por el peticionario se desprende que, entre noviembre de 2000 y septiembre de 2001, la presunta víctima habría presentado sendas solicitudes para que se efectivice el pago de los intereses por 19´934.826.00 Bolívares y se sancione a quienes habrían retenido dicho pago, ante el Consejo Universitario, la Vicerrectora Administrativa de la Universidad, la Contralora Interna de la Universidad, el Consejo Nacional de Universidades y el Ministerio de la Secretaría de la Presidencia de la República, entre otros.  En concreto, indicó a la Contralora que fue excluido de la lista de pago para el 20 de noviembre de 2000 porque supuestamente había cobrado los intereses, lo cual era falso.  La Contralora Interna a través de una consulta a la Consultoría Jurídica de la universidad habría respondido el 25 de enero de 2001 que 
“la Universidad […] no ha incumplido ninguna decisión como lo alega el Profesor Páez en virtud, de que el fallo emitido por el Juez Segundo Laboral […], quedó anulado por la sentencia del Juzgado Primero de esta Circunscripción Judicial, de tal forma que no estamos obligados a cancelarle lo dictaminado en la referida sentencia, adeudándosele tan sólo la suma de […] (BS. 67,383.00)”.
15. Adicionalmente, el peticionario alega que la falta de pago se debe a la “retaliación por parte del Rector de la Universidad” por un “recurso contencioso electoral” que interpuso contra el Rector al momento de su elección (denunciando corrupción y malversación de fondos públicos) ante la Fiscalía General de la República, la Contraloría General de la República y ante los diarios.  Indica que recibió amenazas y que por razones de seguridad se trasladó con su familia a España en noviembre de 2001 y posteriormente, regresó a Venezuela
.
16. Sostiene que las autoridades de la universidad han cometido un ilícito al haber recibido los recursos para liquidar sus intereses en 2000 y no haberlos cancelado.  Finalmente, el peticionario alega que el 24 de mayo de 2006 la Oficina de Planificación del Sector Universitario solicitó a la universidad un informe actualizado de los montos debidos al peticionario.  Dicho informe que habría sido presentado el 15 de agosto de 2007 indicaba que el monto adeudado ascendía a 85’586,545.09 de Bolívares, mas este monto no habría sido cancelado.  Por ello, el peticionario alega que el Estado viola la ley al retener el pago de los intereses sobre sus prestaciones sociales, las cuales hacían parte de la partida presupuestaria del Estado venezolano correspondiente a la Universidad Nacional de Carabobo.  
B.
Posición del Estado

17. El Estado sostiene que el reclamo es inadmisible dado que el peticionario no ha presentado hechos que caractericen violaciones a sus derechos humanos ni ha agotado los recursos internos.  En cuanto a los hechos, sostiene que los tribunales internos resolvieron correctamente las acciones intentadas y que la presunta víctima solicitó judicialmente el pago por concepto de fideicomiso de una suma distinta a la expresamente solicitada en el petitorio de su demanda inicial de 1989
.
18. Sostiene que la acción de amparo interpuesta por la universidad fue declarada con lugar por el Juzgado Superior en base a que en el proceso originario se materializó la cosa juzgada y se declaró “SIN LUGAR la corrección monetaria solicitada (…) […] la cual quedo (sic) definitivamente firme luego de haberse declarado perecido por la Corte Suprema de Justicia el recurso de casación opuesto (…); y por ende con carácter de ejecutoriedad”
.
19. El Estado alega que el juez estimó que tanto la decisión del 5 de diciembre de 1994 como la del 1˚ de marzo de 1995, “vulneran el principio de seguridad jurídica; proveyendo contra la cosa juzgada y por demás no se garantizó a la hoy recurrente en el amparo, la debida oportunidad para la defensa, irrespetándose igualmente la garantía al debido proceso” y que en consecuencia se declaró 

[…] la NULIDAD de las sentencias pronunciadas por el expresado Tribunal, de fecha 05 de diciembre de 1994 donde acordó la experticia complementaria del fallo, corrección monetaria y la de fecha 01 de marzo de 1.995 donde declaro (sic) obligada la Universidad de Carabobo al pago definitivo de SEIS MILLONES CIENTO SESENTA Y UN MIL CIENTO OCHENTA Y CUATRO BOLIVARES CON OCHENTA Y CUATRO CENTIMOS […] así como todas las actuaciones que de esas sentencias se derive
.
20. Al respecto, sostiene que al Juez encargado de ejecutar la sentencia no le correspondía revisar, modificar o pronunciarse sobre lo ya resuelto.  Indica además que, sobre la corrección monetaria y el pago de los intereses por fideicomiso, ya se habían pronunciado de forma negativa tanto el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado de Carabobo como el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo; y que dichos pronunciamientos adquirieron carácter de cosa juzgada en virtud de la perención del recurso de casación ejercido por el demandante.  
21. El Estado indica que la Sala Constitucional observó irregularidades en las actuaciones realizadas por el juez del Juzgado Segundo, por lo que ordenó remitir copia de la sentencia a la Inspectoría General de Tribunales, a fin de que se diera curso a las averiguaciones correspondientes y se procediera a la apertura de un procedimiento administrativo para establecer las eventuales responsabilidades del caso.  
22. Sostiene que el 25 de septiembre de 2000 el Vicerrectorado de la universidad tramitó ante la Contraloría Interna el pago de los intereses sobre las prestaciones sociales de la presunta víctima por la cantidad de 19’934,825 Bolívares.  Agrega que el recurso de apelación interpuesto por el peticionario contra la sentencia de amparo de 26 de abril de 1995 fue declarado sin lugar por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, el cual confirmó la sentencia de amparo el 6 de abril de 2001.  
23. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Estado alega que, por vía administrativa, el peticionario pudo haber impugnado la decisión de la universidad de anular la orden de pago mediante los recursos de reconsideración, jerárquico y de revisión.  Indica que aún estando la vía administrativa agotada, el peticionario hubiera podido impugnar estos actos mediante recurso contencioso administrativo de anulación, el cual a su vez puede ser apelado.  Alega que, adicionalmente, hubiera podido recurrir de manera extraordinaria en acción de amparo contra la sentencia de apelación sobre la decisión de primera instancia del recurso contencioso administrativo de anulación.
24. Por otra parte, el Estado indica que el peticionario debió presentarse como tercero adhesivo a favor del juez accionado en amparo por la universidad y que si esta tercería no hubiese sido efectiva, el peticionario debió haber recurrido en amparo contra sentencia de amparo constitucional ante un tribunal superior.  Asimismo, alega que el peticionario no instó la ejecución forzosa de la decisión del Juzgado que condenó a la universidad a pagar los intereses en cuestión, y que por lo tanto, el peticionario renunció a la vía ordinaria (al no utilizarla) para hacer efectivo el cobro del dinero que se le debía.
IV. ANÁLISIS
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

25. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias a favor de las presuntas víctimas.  Por su parte, el Estado venezolano ratificó la Convención Americana el 9 de agosto de 1977, en consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

26. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto las violaciones alegadas habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian presuntas violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos
27. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  El artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

28. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que los peticionarios sólo deben agotar los recursos que resulten “adecuados” para subsanar la violación alegada.  Cabe mencionar que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno debe ser idónea para proteger la situación jurídica infringida
.  Asimismo, ha establecido que de acuerdo con la carga de la prueba aplicable a la materia, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad
.

29. En el asunto bajo estudio, el Estado sostiene que el peticionario no ha agotado la vía administrativa.  Indica que el peticionario pudo haber impugnado la decisión de la universidad de anular la orden de pago mediante recursos de reconsideración, jerárquico y de revisión.  Indica que aún estando la vía administrativa agotada, el peticionario hubiera podido impugnar estos actos mediante recurso contencioso administrativo de anulación, el cual a su vez puede ser apelado.  Alega que adicionalmente hubiera podido recurrir de manera extraordinaria en acción de amparo contra la sentencia de apelación sobre la decisión de primera instancia del recurso contencioso administrativo de anulación.  Por otro lado, considera que el peticionario debió presentarse como tercero adhesivo a favor del juez accionado en amparo por la universidad y que en caso de que la tercería no hubiese sido efectiva, debió haber recurrido en amparo contra sentencia de amparo constitucional ante un tribunal superior.  Asimismo, alega que el peticionario no instó la ejecución forzosa de la decisión del Juzgado que condenó a la universidad a pagar los intereses en cuestión, por lo que, renunció a la vía ordinaria para hacer efectivo el cobro del dinero que se le debía.  
30. En la presente petición, ante la alegada falta de pago de los intereses, el peticionario habría solicitado judicialmente la ejecución de la transacción y el pago de fideicomiso más su indexación.  Según la información aportada por las partes, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Estado de Carabobo habría considerado improcedente su solicitud, decisión que habría sido ratificada por el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo.  El recurso de casación que habría sido interpuesto por el peticionario contra dicha decisión habría sido admitido pero habría perecido por falta de formalización.  Posteriormente, el peticionario habría solicitado al Juzgado Segundo una experticia complementaria del fallo para su corrección monetaria, la cual habría sido ordenada el 5 de diciembre de 1994.  La universidad habría solicitado al Juzgado Segundo la aclaratoria y ampliación del fallo y el Juzgado habría declarado inadmisible la solicitud y en firme el fallo y la experticia.  El 16 de marzo de 1995 la universidad habría interpuesto una acción de amparo constitucional ante el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado de Carabobo contra la decisión del Juzgado Segundo, el cual habría sido declarado con lugar el 26 de abril de 1995, y en consecuencia se habría declarado la nulidad de la sentencia del Juzgado Segundo que favorecía al peticionario.  El 27 de abril de 1995, el peticionario habría interpuesto un recurso de apelación contra dicha nulidad ante la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.  
31. Por otro lado, el 25 de septiembre de 2000, la universidad habría tramitado el pago de los intereses de sus prestaciones por 19’934,826.00 Bolívares consignado en un listado preliminar del pasivo laboral de las universidades nacionales desde 1975 hasta 1999, monto que no habría sido pagado; por lo que entre noviembre de 2000 y enero de 2001, la presunta víctima habría presentado sendas solicitudes para que se le pague dicho monto y se sancione a quienes habrían retenido dicho pago, ante autoridades universitarias, el Consejo Nacional de Universidades y el Ministerio de la Secretaría de la Presidencia de la República, entre otros.  El 25 de enero de 2001 la universidad le habría respondido que ésta
“[…] no ha incumplido ninguna decisión como lo alega el Profesor Páez en virtud, de que el fallo emitido por el Juez Segundo Laboral […], quedó anulado por la sentencia del Juzgado Primero de esta Circunscripción Judicial, de tal forma que no estamos obligados a cancelarle lo dictaminado en la referida sentencia, adeudándosele tan sólo la suma de […] (BS. 67,383.00)”.
32. Al respecto, la Comisión nota que el peticionario no habría interpuesto recurso judicial para reclamar la declaración del alegado derecho derivado del citado listado preliminar (al pago de los 19’934,826.00 Bolívares) o respecto de las alegadas retenciones ilegales.  
33. Por otro lado, el recurso de apelación de 1995 habría sido rechazado el 6 de abril de 2001 confirmándose la sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, Tránsito y del Trabajo de 26 de abril de 1995, en la que se habría concluido que la universidad estaba obligada a pagar 67,383.00 Bolívares por concepto de intereses.  El peticionario no habría solicitado el pago por dicho monto o interpuesto un recurso de ejecución forzosa de aquella sentencia, por lo que no habría agotado los recursos internos para efectivizar el pago correspondiente.  Por lo tanto, la Comisión considera que la presente petición no cumple con el requisito establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
34. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana
.

V. CONCLUSIONES

35. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47(a) de la Convención Americana, debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, y en consecuencia, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la petición bajo estudio, conforme al artículo 47(a) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Se desprende de información aportada por el peticionario que en el acuerdo se estableció que “el pago por concepto de fideicomiso lo haría la universidad en la oportunidad que tuviera a bien fijar”. Se entiende como “fideicomiso” al pago realizado al término de la relación de trabajo, en forma definitiva, de una prestación de antigüedad, que se deposita y liquida mensualmente, en un fideicomiso individual o en un Fondo de Prestaciones de Antigüedad o se acredita mensualmente a su nombre, en la contabilidad de la empresa.


� De información aportada por el peticionario se indica que el Tribunal declaró improcedente la solicitud “toda vez que […] el fideicomiso demandado y que no quedó incluido en la transacción que puso fin al juicio, es el determinado por el actor en el referido […] del libelo de la demanda, […], Bs. 67.383,00, intereses causados en el lapso de tiempo también determinado por el actor en el libelo de la demanda. Entonces, mal puede el actor mediante el procedimiento de ejecución de la transacción reclamar pretensiones que son totalmente extrañas al libelo de demanda y al propio contrato de transacción […]”.


� De información aportada por el peticionario se indica que se dictaminó que “no pudiendo el sentenciador suplir defensas ni acordar más de lo peticionado a riesgo de incurrir en el vicio de ultra petita y debiéndose por tanto ceñir a los límites fijados por las partes […] considera procedente el pago de los intereses demandados los cuales ascienden a la suma de […] (Bs. 67.383,00) […]”.


� El peticionario alega que los intereses sobre sus prestaciones sociales ascendían a Bs 18’066,334.00.


� El peticionario alega que los intereses sobre sus prestaciones sociales ascendían a Bs 19’344,805.00.


� El peticionario no especifica la fecha de su regreso a Venezuela.


� El Estado alega que el peticionario solicitó el pago de 1’026.300,50 Bolívares y que la demanda inicial era de 67.838,00 Bolívares.


� El Estado cita la Sentencia del Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado de Carabobo de 26 de abril de 1995. En: Sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela de 6 de abril de 2001. Escrito del Estado AGEV-000411 recibido el 13 de septiembre de 2011.


� El Estado cita la Sentencia del Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado de Carabobo de 26 de abril de 1995. En: Sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela de 6 de abril de 2001. Escrito del Estado AGEV-000411 recibido el 13 de septiembre de 2011


� Corte I.D.H, Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párr. 63.
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� CIDH, Informe No. 135/09, Petición 291-05, Jaime Salinas Sedó (Perú), 12 de noviembre de 2009; Informe No. 42/09, Petición 443-03, David José Ríos Martínez (Perú), 27 de marzo de 2009; Informe No. 87/05, Petición 4580/02, Ricardo Antonio Cisco Ferrer (Perú), 24 de octubre de 2005; Informe No. 73/99, Ejido "Ojo de Agua", Caso 11.701 (México), 4 de mayo de 1999; Informe No. 24/99, Caso 11.812, Ramón Hernández Berríos y otros (México), de 9 de marzo de 1999; e Informe No. 82/98, Caso 11.703, Gustavo Gómez López (Venezuela), 28 de septiembre de 1998, entre otros. 





PAGE  

[image: image1.jpg]